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Segundo. Contra la anterior resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Ausencia de culpabilidad: No se contestó al requerimiento 
de la Administración por extravío del acta de inspección.

- Respecto al etiquetado: Que ellos adquieren los produc-
tos de los mayoristas con la etiqueta que se les da, con lo que 
no es responsable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. De conformidad con el artículo 89.5 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, la aceptación de informes 
o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se 
incorporen al texto de la misma; en su virtud se incorpora el 
texto del informe al recurso de alzada emitido por la Delega-
ción del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga de fecha 
25 de septiembre de 2008, en el que textualmente se mani-
fiesta que:

“(...). El recurrente reproduce como motivos de impugna-
ción las alegaciones vertidas a lo largo del procedimiento las 
cuales han sido debidamente rebatidas en los diferentes ac-
tos que lo conforman a los cuales nos remitimos. No obstante 
queremos insistir en que la Ley 13/2003, de 17 de diciem-
bre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usua-
rios de Andalucía, establece que los Órganos de defensa del 
consumidor velarán para hacer efectivos los derechos de los 
consumidores consagrados tanto en la propia Ley como en 
la legislación sectorial correspondiente, y para ello desarrolla-
rán las medidas de control e inspección necesarias (art. 40). 
Para la averiguación de los hechos lesivos de los derechos de 
los consumidores y sus responsables, los órganos de defensa 
del consumidor podrán requerir por escrito u oralmente la 
remisión a las oficinas administrativas de la documentación 
necesaria (art. 47.1.c). En correspondencia a esta facultad, las 
empresas, cuando son requeridas para ello, deberán suminis-
trar la información que les soliciten los Servicios de Inspección 
de Consumo, salvo cuando haya causa legal que lo impida, en 
cuyo caso deberán comunicar motivadamente la negativa a 
hacerlo (arts. 49.2 y 50). En este caso, con independencia de 
la causa que motivó el incumplimiento, lo cierto es que la em-
presa no remitió la documentación interesada por la inspec-
ción obstruyendo su labor, hechos que están tipificados como 
infracción administrativa y que son atribuibles a la conducta, 
al menos culposa, de la expedientada.

En lo que se refiere a la segunda de las infracciones impu-
tadas cabe decir que el artículo 7 del Real Decreto 1468/1988, 
de 2 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Etiquetado, Presentación y Publicidad de los Productos Indus-
triales destinados a la venta directa a Consumidores y Usua-
rios, relaciona, entre otros datos mínimos exigibles que nece-
sariamente deberán figurar en el etiquetado de los productos 
industriales que lleguen al consumidor, a fin de asegurarle una 
información suficiente, la identificación de la Empresa, debién-
dose indicar el nombre o la razón social o la denominación del 
fabricante o del envasador o transformador o de un vendedor, 
establecidos en la Comunidad Económica Europea y, en todo 
caso, su domicilio. El recurrente se opone a la sanción argu-
mentando que a la vista de las facturas de compra de las lám-
paras que presentó queda acreditado que la interesada era 

mera intermediaria. Pues bien, ciertamente no se sanciona 
a Pl.31 por ser la importadora del producto sino en calidad 
de vendedora, responsabilidad administrativa que le es atri-
buible a título de simple inobservancia u omisión del deber 
de cuidado pues es a ella a quien corresponde precisamente 
velar para que los productos comercializados en sus estableci-
mientos estén correctamente etiquetados y en el caso que nos 
ocupa el de las lámparas alertadas carecía, entre otras, de las 
preceptivas indicaciones relativas al responsable del producto 
(fabricante o, en su caso, importador o vendedor). Además las 
facturas a las que se refiere fueron aportadas tras serle notifi-
cada la propuesta de resolución pese a que la inspección de 
consumo se las requirió con ocasión de la actuación inspec-
tora. (...).”

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Cris-
tóbal López Estrella, en representación de Pl.31, S.L., contra la 
resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Málaga, de fecha referenciada, en consecuencia mantener 
la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 22 de mayo de 2009.- El Secretario General 
Técnico, Fernando E. Silva Huertas. 

 ANUNCIO de 22 de mayo de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto contra otra 
dictada por el Delegado del Gobierno de Jaén, recaída 
en el expediente que se cita.

Expediente: 23-000066-08-P.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Antonio Domínguez Morales, en nombre y representación de 
Alcalaina de Aparcamientos, S.L., de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 20 de abril de 2009.
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes 
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A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Jaén dictó la resolución de referencia, por la que se le 
impone una sanción de 1.300 €, tras la tramitación del corres-
pondiente expediente, por los siguientes hechos, detectados 
en inspección de aparcamiento:

- En el justificante no se hace constar la identificación del 
vehículo y si el usuario hace entrega al responsable del apar-
camiento de las llaves del vehículo.

- No se indica de manera fácilmente perceptible los hora-
rios y las normas de uso y funcionamiento del aparcamiento.

- El contrato de aparcamiento incumple la obligación de 
restituir al portador del justificante el vehículo en el estado en 
que fue entregado.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Respecto a la primera infracción: No existe, porque los 
tickets incluyen en su dorso cómo el usuario no entrega las 
llaves. Que el parking ha sido creado para satisfacer la necesi-
dad de los comerciantes del centro, el hecho de no identificar 
los vehículos no es sancionable al amparo del artículo 3.1.b) 
de la Ley 40/2002, de 14 de noviembre, que exime de esa 
obligación “... a los aparcamientos de uso exclusivo para clien-
tes de establecimientos comerciales...”.

- Respecto a la segunda infracción: Tampoco existe, como 
se acredita con anexo fotográfico, el parking dispone y tiene 
expuestos numerosos carteles informativos en los que se 
aprecia con toda claridad los horarios y tarifas para su uso.

- Respecto a la tercera infracción: Tal y como se desprende 
del contenido del propio contrato, la empresa cumple con la 
obligación de restituir al portador el justificante del vehícu-
lo en el estado en que fue entregado.

- Desproporción de la sanción.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. El art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, dispone que “los 
hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce 
la condición de autoridad, y que se formalicen en documento 
público observando los requisitos legales pertinentes tendrán 
valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de 
los respectivos derecho o intereses puedan señalar o aportar 
los propios administrados”. 

De otra parte el Tribunal Supremo en su Sentencia de fe-
cha 23 de abril de 1994 tiene manifestado que:

“Según jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo 
(Sentencias de 14 de mayo y 24 de noviembre de 1984 y 28 
de enero, 12 de febrero y 4 de junio de 1986) y del Tribunal 
Constitucional (Sentencia de 8 de junio de 1981), principios 
inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos 

matices, al derecho administrativo sancionador, dado que am-
bos son manifestaciones del ordenamiento punitivo y del ‘ius 
puniendi’ del Estado y de las demás Administraciones Públi-
cas, de tal modo que los principios esenciales reflejados en 
los arts. 24 y 25 de la Constitución han de ser transvasados 
a la actividad sancionadora de la Administración en la medida 
necesaria para preservar los valores fundamentales que se 
encuentran en la base de los mentados preceptos y alcanzar 
la seguridad jurídica preconizada en el art. 9 del mismo Texto 
y, entre dichos principios, ha de destacarse el de presunción 
de inocencia, recogido en el art. 24 de la Constitución, que, 
configurado como una presunción ‘iuris tantum’, susceptible, 
como tal, de ser desvirtuada por prueba en contrario, consti-
tuye un verdadero derecho fundamental, inserto en la parte 
dogmática de la Constitución, que vincula a todos los poderes 
públicos (art. 53 del Texto Constitucional) y, esencialmente, a 
la Administración, con más razón cuando ejercita su potestad 
sancionadora. Por otra parte, esta actividad sancionadora de 
la Administración está también sometida al principio de lega-
lidad que debe informar toda la actividad administrativa. Es 
decir, el derecho administrativo sancionador está sujeto a dos 
presunciones, de un lado, a la de inocencia, y de otro, a la 
de legalidad de la actuación administrativa, concreción de la 
cual es la presunción de veracidad recogida en el art. 17.3 
del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, que regula las 
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumi-
dor y en la producción agroalimentaria, el cual dispone que 
‘los hechos que figuren recogidos en las actas de inspección 
se presumirán ciertos, salvo que del conjunto de las pruebas 
que se practiquen, resulte concluyente lo contrario’. Es decir, 
el artículo transcrito se limita a alterar la carga de la prueba 
de tal manera que es el administrado sujeto al expediente san-
cionador a quien corresponde probar la falta de certeza de los 
hechos que el Inspector ha constatado en el acta y que han 
sido percibidos por él de forma directa.”

O como la Sentencia núm. 495/1996 del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Baleares (Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo), de 18 de septiembre, recaída en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 1500/1994, puso de manifiesto: 

“El Acta es documento público autorizado por empleado 
público competente que hace prueba del hecho que motiva su 
otorgamiento y de la fecha del mismo –arts. 1216 y 1218 del 
Código Civil–. 

Por tanto el Acta es un medio de prueba más, pero no 
goza de presunción de certeza o veracidad. Así resulta de lo 
previsto en el art. 137.3 de la Ley 30/1992 de tal modo que la 
Administración no queda relevada de la obligación de aportar 
el correspondiente material probatorio de cargo. No siendo el 
Acta medio de prueba preferente cabe que prevalezca contra 
ella cualquier otra prueba.

De las Actas originadoras del expediente administrativo, 
levantadas a presencia de la actora y de las que recibió copia, 
destacan las infracciones e irregularidades detectadas, sin 
que contra las mismas la recurrente haya practicado prueba 
alguna, por lo que resulta claro que el principio de presun-
ción de inocencia fue destruido por las Actas mencionadas. 
En consecuencia procede la desestimación del recurso habida 
cuenta la perfecta adecuación a derecho de las resoluciones 
recurridas.”

O como el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. Dos de Córdoba ha tenido ocasión de pronunciar, en el 
recurso núm. 689/04: 

“(...) Así pues entra en juego la inversión de carga de la 
prueba que exige al afectado por el acta demostrar la inexacti-
tud de la misma (sentencia de 20 y 24 de abril de 1992, 17 de 
abril y 19 de junio de 1998), ya que ‘el acta constituye por sí 
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misma un documento de valor probatorio privilegiado por ex-
presa disposición legal, cuando ha sido válidamente emitida’, 
sentencia de 25 de marzo de 1992. 

En el presente caso los datos que obran en el expediente 
administrativo (...) hacen desaparecer la presunción de ino-
cencia, estando pormenorizada en cuanto a los datos que re-
fleja.”

Lo que la recurrente pretende no es ni más ni menos que 
alterar el régimen legal previsto para la valoración de las actas 
de inspección lógicamente, sus alegaciones en este punto no 
pueden ser atendidas, vistos los fundamentos ad supra seña-
lados.

Su alegación de que sea un parking excluido casa mal 
con lo señalado en el acta de inspección cuando señala las ta-
rifas por minutos; se supone que si fuera un parking excluido 
no debiera cobrarse.

Tercero. En cuanto a la proporcionalidad de la sanción, 
ante la alegación del recurrente, manifestar en primer lugar 
que la resolución aplica la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, 
de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de 
Andalucía, no la Ley 26/1984, de 22 de junio, pero merece 
la pena citar la doctrina que el TSJA, Sala en Sevilla, en Sen-
tencia de 3 de abril de 2000 (FJ cuarto), declaró: “Respecto 
a la cuantía de la multa sostiene la recurrente que el De-
creto 1945/1983, que establece el límite máximo de 100.000 
pesetas, prevalece sobre la LGDCU conforme a la propia dis-
posición final segunda que establece: ‘A efectos de lo esta-
blecido en el Capítulo IX, será de aplicación el Real Decreto 
1945/1983, de 22 de junio, sin perjuicio de sus ulteriores 
modificaciones o adaptaciones por el Gobierno’. Sin embargo 
ello hay que entenderlo respecto a las infracciones y sus tipi-
ficaciones porque manteniendo la sanción de multa de forma 
idéntica al Decreto, siendo diferente la cuantía de las previstas 
en aquel debe entenderse derogado en tal aspecto por la Ley 
superior en rango y posterior en el tiempo”. O dicho de otro 
modo, que la sanción impuesta se encuentra dentro de los 
márgenes fijados.

Y respecto a las cuantías, el artículo 74 de la Ley 13/2003, 
de 17 de diciembre, denominado “Cuantías de las multas”, es-
tablece lo siguiente:

“Las infracciones serán sancionadas con multas com-
prendidas entre los siguientes importes máximos y mínimos:

a) Infracciones muy graves: Entre 30.001 y 400.000 euros.
b) Infracciones graves: Entre 5.001 y 30.000 euros.
c) Infracciones leves: Entre 200 y 5.000 euros.”

De todo lo anterior, a la vista de los antecedentes que 
constan en el expediente, de acuerdo con los criterios de do-
simetría punitiva al uso, como sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Murcia de 7 de abril de 1998, que trata sobre la 
Ley General de Sanidad –que recoge los mismos criterios que 
la LGDCU– y su relación con el R.D. 1945/1983, ha tenido 
ocasión de pronunciar: “Estos perfiles o circunstancias –del 
art. 10.2 del R.D.– son los llamados por la doctrina ‘criterios 
de dosimetría punitiva’, mediante cuyo establecimiento en las 
normas sancionadoras y mediante cuya aplicación concreta 
por la Administración se intenta adecuar la respuesta punitiva 
del poder público a la entidad exacta del comportamiento ‘in-
fractor cometido’”, no existe la desproporción de la sanción, 
habida cuenta que la sanción impuesta por importe de 1.300 
euros por sendas faltas de carácter leve, no puede conside-
rarse desproporcionada, cuando las faltas leves tienen hasta 
un máximo de 5.000 euros, aquí desglosadas en dos impor-
tes: 300 euros por infracción en materia de información, y 
1.000 euros por infracción en materia de contratos.

En lo demás, se dan por reproducidos los fundamentos 
de derecho de la resolución impugnada en aras del principio 
de economía procesal.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don An-
tonio Domínguez Morales, en representación de Alcalaina de 
Aparcamientos, S.L., contra la resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, de fecha referen-
ciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 22 de mayo de 2009.- El Secretario General 
Técnico, Fernando E. Silva Huertas. 

 ANUNCIO de 22 de mayo de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto contra otra 
dictada por el Delegado del Gobierno de Huelva, recaí-
da en el expediente que se cita.

Expediente: S-BO-HU-000031-08.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 

la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal al 
recurrente Miguel Zayas Rodríguez de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Huelva, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 16 de abril de 2009.
Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia de fecha 29 de 
febrero de 2008, por miembros de la Unidad de Policía ads-
crita a la Comunidad Autónoma de Andalucía, la Delegación 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba incoó expe-
diente sancionador contra don Miguel Zayas Rodríguez, quien 
se encontraba vendiendo, en la calle Francisco Elías (C.C. 
Hipercor) de Huelva, cupones de la Organización Impulsora 
de Discapacitados, incautándosele 59 de ellos por un importe 
unitario de 3 euros, para el sorteo del día 16.3.2008, care-
ciendo de la preceptiva autorización administrativa para ello.


